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Señores miembros del Jurado: 
La presente investigación titulada El interés superior del niño y el debido 
proceso respecto a las dilaciones procesales en la Notificación de la 
demanda de alimentos en el proceso único en la Corte Superior Lima Norte  
- 2015, que se pone a vuestra consideración tiene como propósito analizar el 
tratamiento jurídico actual respecto al proceso único y el cumplimiento de los 
plazos, en salvaguarda de los derechos de los niños y adolescentes; esta 
investigación adquiere importancia porque plantea mejoras mediante las cuales 
las demandas de alimentos entabladas vía proceso único, puedan resolverse en 
plazos razonables, ello, debido a que de adquirir efecto vinculante la dirección 
domiciliaria consignada en el Documento de identidad de cada ciudadano, se 
entendería como válida la notificación del auto admisorio al domicilio señalado en 
el referido documento, así como la asignación automática y gratuita de un 
domicilio procesal a la parte demandada, al momento de presentar el escrito al 
contestar la demanda alimenticia incoada en su contra.         
Así, en tal sentido, dando cumplimiento al reglamento de grados y títulos de la 
universidad César Vallejo, la presente investigación ha sido elaborada tomando 
en cuenta las siguientes consideraciones: en la introducción se consignan la 
aproximación temática, trabajos previos o antecedentes, teorías relacionadas o 
marco teórico y el planteamiento del problema de investigación; estableciendo en 
este, el problema de investigación, los objetivos y los supuestos jurídicos 
generales y específicos. En la segunda parte pasaremos a desarrollar el marco 
metodológico en el que se describe y sustenta el presente trabajo como una 
investigación desarrollada vía enfoque cualitativo, siendo un estudio orientado a la 
comprensión, cuyo fundamento se encuentra en el estudio de casos. A 
continuación se detallarán los resultados que permitirán emitir las 
correspondientes conclusiones y sugerencias, todo ello con los respaldos 
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La presente investigación “El interés superior del niño y el debido proceso 
respecto a las dilaciones procesales en la notificación de la demanda de 
alimentos en el proceso único en la corte superior lima norte - 2015”, ha sido 
promovida por el afán de proponer mejoras sustanciales en el desarrollo del 
proceso único en materia de alimentos. 
Asimismo, se encuentra sustentada en la teoría de los Derechos Humanos y del 
Debido Proceso, sustentada la presente investigación en el método cualitativo, 
realizando un tipo de investigación fenomenológica y de estudio de casos por lo 
que se ha entrevistado a jueces de paz letrados, así como se ha analizado 
expedientes judiciales en materia de alimentos, permitiéndonos concluir que los 
procesos únicos relacionados a demandas de alimentos presentan dilaciones 
procesales en ciertos supuestos relacionados a la debida notificación en el 
domicilio real del demandado, por lo que se plantean propuestas a fin de 
estandarizar el uso del domicilio real de los justiciables como domicilio válido para 
la correcta notificación de la demanda de alimentos iniciada en su contra, así 
como la asignación de casilla judicial gratuita a fin de evitar demoras en este tipo 
de procesos judiciales. 
Palabras clave: Interés superior del niño, proceso único, debido proceso, principio de legalidad, 















This research "The best interests of the child and due process regarding 
procedural delays in the notification of food demand in the single process in the 
upper court north file - 2015" has been promoted by the desire to propose 
substantial improvements in development the only process in food. 
Likewise, it is based on the theory of Human Rights and Due Process, based on 
the present investigation in the qualitative method, carrying out a type of 
phenomenological research and case studies, for which we have interviewed 
lawyers of peace, as well as as it has analyzed court records in the matter of food, 
allowing us to conclude that the unique processes related to food claims present 
procedural delays in certain cases related to the due notification in the real 
domicile of the defendant, for which proposals are proposed in order to 
standardize the use of the real domicile of the defendants as a valid address for 
the correct notification of the food lawsuit initiated against them, as well as the 
assignment of a free legal box in order to avoid delays in this type of judicial 
proceedings. 










































Los seres humanos al vivir en sociedad hemos reglamentado nuestro actuar a fin 
de que la satisfacción de nuestras necesidades, específicamente la forma de 
conseguir la referida satisfacción, no afecte al resto. 
Por ello, a lo largo de la evolución de nuestro sistema de justicia, en nuestro país 
se ha logrado grandes avances a fin de proteger los derechos de los más 
vulnerables, así como también dotar al ciudadano en general, de un aparato 
judicial predecible, digno y ejemplar; para ello, se han implementado medidas que 
han mejorado sustancialmente la prosecución de los procesos judiciales en 
general, como; la oralidad en los procesos penales y laborales, la supresión de 
asesoría legal en los procesos de alimentos y también laborales según la cuantía 
de la pretensión, así como las últimas modificaciones realizadas mediante Ley Nº  
30293, la misma que modifica artículos del Código procesal civil peruano, todo 
ello con la finalidad de flexibilizar y dinamizar el desarrollo del proceso judicial. 
Sin embargo, es de conocimiento público que la realidad siempre supera el 
Derecho, y más sabido es aún que, citando a César Vallejo, Hay hermanos, 
mucho por hacer. 
La presente investigación tiene por objeto analizar una problemática recurrente e 
institucionalizada dentro de nuestro Poder Judicial, específicamente al inicio del 
proceso único al realizarse la notificación de la demanda de alimentos, siendo que 
dicho acto puede tener variadas formas de culminar, siendo el objetivo principal 
del mismo, el poner en conocimiento de las partes interesadas, la iniciación de un 
proceso judicial cuyo resultado influenciará en la protección de los derechos de 
los niños y adolescentes y los derechos de todas las partes intervinientes. 
Esta investigación se desarrollará dentro del Distrito Judicial de Lima Norte, para 
lo cual nos valdremos de la información obtenida a fin de demostrar que aún, a 
pesar de las mejoras implementadas a fin de tener un proceso judicial célere, pero 
que a la vez dentro del mismo se respeten los principios procesales 
fundamentales, existe una gran incertidumbre al notificarse la admisión de la 
demanda, precisamente a la parte demandada, lo cual puede devenir en que sea 
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recepcionada por el interesado y se apersone al proceso, lo cual resulta lo más 
idóneo, sin embargo, en segundo lugar la misma notificación podría ser devuelta 
por un tercero, quien manifieste que el demandado nunca ha domiciliado o que ya 
no domicilia ahí, así como también la parte demandante podría hacer uso de las 
facultades descritas en el Artículo 167 del Código procesal civil peruano, el mismo 
que ha sido modificado por la Ley Nº Ley N° 30293, siendo que al desconocer la 
dirección domiciliaria del demandado, podrá solicitar la publicación de la 
notificación de la demanda a través de edictos en el portal web oficial del Poder 
Judicial. 
Es así que, el inicio del proceso civil puede verse dilatado, si es que la 
demandante desconoce la dirección domiciliaria del demandado, toda vez que 
hasta la actualidad, el domicilio consignado en el Documento de Identidad (DNI), 
no es valorado de manera uniforme por los juzgadores, a fin que se notifique la 
demanda al mismo, toda vez que el domicilio real puede ser distinto, siendo 
obligatorio consignar en la demanda este último. 
Trabajos previos 
 
Luego de haber analizado las tesis contenidas en diversas instituciones, se 
encontró la Tesis desarrollada por Cáceres (2011) para obtener el grado de 
Abogado, la misma que se encuentra estrechamente relacionada con la presente 
investigación, se concluye que: 
[…] Queda demostrado que uno de los principales factores procesales que 
obstaculizan el cumplimiento de las sentencias por concepto de pensión de alimentos 
originado por la escasa interposición de medidas cautelares adecuadas por parte de 
los demandantes resultando que no se encuentran informadas de este mecanismo 
alternativo de ejecución de sentencias para que realicen las debidas indagaciones 
sobre los bienes que posee el obligado.  
Crítica: 
Frente a la conclusión arribada por la tesista, podemos resaltar que los 
inconvenientes para la parte demandante, no sólo surgen al inicio del proceso 
judicial, sino también una vez se obtenga la sentencia, toda vez que su 
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ejecutabilidad depende muchas veces de la disposición del demandado, es decir, 
se encuentra sujeta a la voluntad del mismo, ya que en muchos casos, éste no 
cuenta con un trabajo estable por lo que no hay posibilidad que el Juez ordene 
que sea el empleador quien descuente el dinero por concepto de pensión de 
alimentos y lo deposite en la cuenta aperturada a favor del alimentista. 
Asimismo, hemos tenido al alcance la tesis desarrollada por: De la Cruz J. y 
Huerta L. (2012), estando su principal conclusión referida a: 
[…] La necesidad por parte de los demandantes, de contar con asesoría legal, ya sea 
esta, particular u oficiosa desde el inicio del proceso único, ello a fin de garantizar el 
derecho de defensa, debido proceso, así como la integridad, toda vez que al 
presentarse complejidades en alguna etapa procesal, la demandante se encontraría 
imposibilitada de resolver este impase, generando así indefensión y demora en la 
resolución del proceso mismo. 
Crítica: 
Tomando como base la conclusión arribada por los tesistas, podemos concluir 
que la presente investigación se encuentra estrechamente relacionada al trabajo 
en mención, toda vez que concluye que en el proceso único pueden presentarse 
diversas situaciones que generen demora en el desarrollo del mismo, 
concluyendo los tesistas que resulta imprescindible la asesoría legal a la 
demandante, mientras que la propuesta de la presente tesis se encuentra 
orientada al análisis de los requisitos procesales a fin de uniformizar los criterios 
aplicados por los juzgadores respecto al domicilio real de la parte demandada; 
siendo que no precisamente nos encontramos de acuerdo con la conclusión 
arribada, toda vez que, la posibilidad de contar con asesoría cautiva resulta 
opcional para la demandante, ello debido a que nuestra realidad social permite 
concluir que en muchas casos, la exigencia  de asesoría legal para demandar, 
deviene en un requisito limitativo debido a que muchas demandantes no cuentan 
con recursos económicos, viéndose imposibilitadas de accionar.   
Seguido de las tesis anteriormente citadas, encontramos la siguiente tesis 




“Que, el pago de pensión alimentaria es un problema social que no sólo afecta al 
menor de edad, sino a la sociedad. Los resultados demuestran que el pago de 
pensión alimentaria es el factor problema”. 
Crítica: 
En lo que respecta a la conclusión acotada por el tesista, concordamos en que el 
pago por concepto de pensión alimentaria abarca mucho más allá del ámbito 
familiar, llegando a convertirse en un problema social, toda vez que afecta a la 
base de nuestra sociedad; precisamente a la familia, agravándose el problema 
debido a que este tipo de procesos desde hace varios años atrás, ocupan un alto 
porcentaje de los procesos seguidos ante los juzgados de paz letrado a nivel 
nacional. 
 
Teorías relacionadas al tema 
 
Teoría de los Derechos Humanos 
Los derechos humanos y su reconocimiento a través del transcurso del tiempo, 
siendo los derechos civiles y políticos, los reconocidos inicialmente, ha sido 
impulsados por la necesidad del hombre de cautelar la protección de sus 
necesidades, intereses y prioridades, los mismos que el Estado tiene la obligación 
de proteger y garantizar. 
Se considera un derecho exigible, a todo derecho reconocido en la carta magna 
de nuestro Estado, es decir, todo derecho social, económico, colectivo, etc.   
El reconocimiento de los derechos de los menores data desde el año 1989, fecha 
en la cual se acordó el acuerdo de la “Convención de los Derechos del Niño”, 
siendo el Perú, uno de los países que ha firmado y reconocido la vigencia de 
dicha Convención, sometiéndose a lo dispuesto en los siguientes artículos, los 
mismos que tienen carácter vinculante: 
Según la Convención Internacional sobre los derechos del Niño y 
adolescente en su artículo 3 manifiesta lo siguiente: 
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En todas las medidas concernientes a los niños que tomen las instituciones públicas o 
privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades administrativas o los 
órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño.  
Del artículo citado, podemos concluir que, es responsabilidad absoluta del Estado, 
a través de sus instituciones públicas, crear políticas de Estado a fin que se 
respeten los derechos integrales de los niños y adolescentes dentro de nuestro 
territorio nacional, por lo que a lo largo de estos años, a través de diversas 
sentencias emitidas por los distintos órganos judiciales, hemos obtenido 
interpretaciones de lo que significa la protección del interés superior del niño y 
adolescente y la protección a sus derechos. 
Frente a estas definiciones podemos concluir que, la labor de los operadores del 
derecho, también consiste en proponer mejoras legislativas a fin de reducir las 
demoras en los procesos judiciales, y de esta manera cautelar un derecho 
fundamental de todo menor de edad, consistente en el derecho alimentario, el 
cual en nuestra realidad social aún se ve desprotegido al producirse retrasos en la 
iniciación, continuación y ejecución de los procesos de alimentos a favor de los 
menores, incumpliéndose así con la labor del Estado al no corregir algunos vacíos 
legales, los cuales generan incertidumbre y desamparo a las partes más débiles 
en el proceso, los menores. 
Asimismo, mediante Ley N° 30466, publicada en El Peruano el 17 de Junio del 
presente año 2016, entró en vigencia la Ley que establece parámetros y garantías 
procesales para la consideración primordial del interés superior del niño, 
resaltando que mediante esta ley, es la primera en la que se define el concepto 
del interés superior del niño y adolescente, dándole la categoría de pilares 
fundamentales en la aplicación del derecho y de todo accionar por parte del 
Estado, a favor de los menores, así tenemos lo  estipulado en el siguiente artículo 
de la referida ley: 
Conforme establece el Artículo 2 Del Código del Niño y Adolescente, prima el 
Interés superior del niño y adolescente. 
El interés superior del niño es un derecho, un principio y una norma de procedimiento 
que otorga al niño el derecho a que se considere de manera primordial su interés 
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superior en todas las medidas que afecten directa o indirectamente a los niños y 
adolescente, garantizando sus derechos humanos. 
Es decir, del análisis del artículo citado anteriormente, podemos afirmar que 
mediante la presente ley se afianza la política del Estado, a fin de materializar lo 
dispuesto en la Convención de los derechos del niño, esto es, priorizar el interés 
superior del niño, ello a través de toda decisión de las diversas entidades 
estatales en donde se encuentren involucrados derechos de niños y/o 
adolescentes.   
En ese sentido, una de las primeras falencias que encontramos en la iniciación 
del proceso de alimentos, consiste en lo dificultoso que resulta para algunos 
demandantes, en su mayoría mujeres, consignar en la demanda, el domicilio real 
exacto del demandado, ello, muchas veces debido a que realmente se desconoce 
este. 
Ello en referencia a que, específicamente en el Proceso Único, una vez admitida 
la demanda, ésta se tiene que notificar al domicilio real de la parte demandada, el 
cual puede diferir del domicilio consignado en su Documento Nacional de 
Identidad (DNI). 
Es así que, nuestro ordenamiento legal, actualmente regula en nuestra 
Constitución Política, específicamente en  el Artículo 2, numeral 11, lo siguiente: 
 
Derechos fundamentales de la persona 
 
Toda persona tiene derecho: 
 A elegir su lugar de residencia, a transitar por el territorio nacional y a salir de él y 
entrar en él, salvo limitaciones por razones de sanidad o por mandato judicial o 
por aplicación de la ley de extranjería. 
 
Definición de domicilio 
López, (2008), sostiene: 
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[…] El domicilium en el Derecho romano se presenta como una institución 
extremadamente compleja que contribuye de modo decisivo y determinante a la 
configuración de los derechos del individuo, desplegando sus consecuencias jurídicas 
en los distintos ámbitos de este ordenamiento jurídico, ya sea en el orden político-
constitucional, ya sea en el administrativo, procesal, penal o civil, a medida que el 
mismo, utilizando las palabras de FERNÁNDEZ DE BUJÁN, A., "va aportando 
soluciones jurídicas a los problemas que se plantean en un contexto socio-político, 
económico e ideológico determinado y mutando, en atención a las cambiantes 
realidades por las que atraviesa la Sociedad romana. (p. 28). 
 
Serrano, (2011), refiere: 
“Toda persona natural o jurídica, tiene un domicilio, un lugar donde puede ser 
ubicada por el Estado o por los particulares para el cumplimiento de obligaciones 
o para el ejercicio de sus derechos”. (p.51),   
Vélez., (Como se citó en Serrano, 2011, párr. 1), define al domicilio como: “el 
asiento legal de una persona, o sea el lugar donde la ley lo considera en ejercicio 
de sus derechos”.  
En base a lo expuesto por los autores citados, podemos concluir que el domicilio 
es el lugar donde habitamos, y es donde se encuentran nuestros intereses, ya 
sean estos, familiares, económicos, sociales, etc. 
Teniendo precisamente este lugar, un debido interés por parte del Estado y de los 
particulares, a fin de poder hacer de nuestro conocimiento los actos en donde se 
ven involucrados nuestros derechos e intereses. 
Por ello, resulta necesario responder a la interrogante ¿Por qué es importante 
determinar el domicilio de una persona?, tal y como lo hace: 
Serrano, (2011, p. 53), quien sostiene:  
[…] Porque la ley establece que ciertos actos como la apertura de las sucesiones y en 
general, la interposición de acciones judiciales, así como el ejercicio de derechos 
políticos, sólo pueden ejercerse en el lugar donde está avecindado el sujeto. 
Adicionalmente, es de especial utilidad en el ejercicio de la profesión de abogado, 
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determinar el domicilio del demandado ya que, por regla general, será este el lugar 
que determine la competencia territorial del juez encargado de resolver el litigio.  
 
De lo expuesto por el jurista podemos concluir que resulta de vital importancia 
procesal, conocer con exactitud el domicilio real de las partes intervinientes en un 
proceso judicial, ello desde el inicio del proceso, a fin de evitar futuros 
planteamientos de nulidad procesal debido a notificaciones erróneas realizadas 
por parte de los notificadores. 
Asimismo, por parte del Estado se observan ciertos avances a fin que los datos 
contenidos en el Documento Nacional de Identidad (DNI), sean precisos y 
actualizados, y así resulten válidos ante las diversas instituciones públicas y/o 
entidades privadas, ante las cuales se les requiera para el inicio de un 
procedimiento o proceso en el cual se pueden ver afectados sus derechos. 
Es así que, mediante la Ley N° 30338, , publicada el 27 de Agosto del  año 2015, 
en el diario oficial El Peruano, se incorporó el inciso m), en el artículo 32 de la ley 
Nº 26497, Ley Orgánica del Registro Nacional de Identificación y Estado Civil, 
siendo el siguiente: 
|Ley Nº 30338, que modifica diversas leyes sobre el registro de la dirección 
domiciliaria, la certificación domiciliaria y el cierre del padrón electoral. 
Conforme establece el Artículo 32 del citado cuerpo legal, el contenido del 
Documento de identidad (DNI). 
El Documento nacional de identidad (DNI) debe contener, como mínimo, la fotografía 
del titular de frente y con la cabeza descubierta, la impresión de la huella dactilar del 
índice de la mano derecha del titular o de la mano izquierda a falta de este, además 
de los siguientes datos: 
(…) m) La dirección domiciliaria que corresponde a la residencia habitual del “titular”.  
 
Asimismo mediante el artículo 2 de la mencionada ley se modifica el artículo 37 
de la Ley Nº 26497. 
Artículo 2. Modificación del artículo 37 de la Ley 26497, Ley Orgánica del 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil 
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Modifícase el artículo 37 de la Ley 26497, Ley Orgánica del Registro Nacional de 
Identificación y Estado Civil, modificado por las leyes 26745, 27178, 28316 y 
29222, en los siguientes términos: 
"Artículo 37.- Vigencia e invalidez del Documento Nacional de Identidad (DNI), 
obligación de actualizar datos y verificación de la dirección domiciliaria 
(…) 
37.3 La falta de actualización de datos, como los cambios de la dirección 
domiciliaria habitual o del estado civil del titular, dentro de los treinta días de 
producidos, no genera la invalidez del documento, sino el pago de una multa 
equivalente al 0.3 por ciento de la Unidad Impositiva Tributaria (UIT), cobrada 
coactivamente por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC), 
aplicable a los ciudadanos que no cumplan con actualizar dichos datos, salvo casos 
de dispensa por razones de pobreza. 
Asimismo, mediante la Disposición complementaria transitoria Única, se ha 
dispuesto un plazo de 60 días calendario a fin que los ciudadanos actualicen su 
dirección domiciliaria en el documento nacional de identidad (DNI). 
Todas estas medidas adoptadas en el presente gobierno, tienen la finalidad de 
formalizar, transparentar y tener certeza de la información brindada por los 
ciudadanos, siendo que a través de esta, el Estado podrá tener la certeza de que 
los procedimientos administrativos que afecten derechos y/o obligaciones de los 
ciudadanos, han sido realizados siguiendo los lineamientos básicos para la 
correcta realización de todas las etapas procesales. 
En ese sentido, el Estado también debe cautelar que los procesos iniciados entre 
los ciudadanos, incluya la protección de los derechos esenciales para un debido 
proceso, como el derecho a obtener tutela jurisdiccional y judicial efectiva, 
promoviendo así el derecho a la defensa, por lo cual empezamos a definir en 
primer término, lo que viene a ser el proceso judicial. 
Según el jurista Alvarado (2009), sostiene que el Proceso es: 
El método indicado se encuentra estructurado por una serie de actos concatenados, 
los mismos que se desenvuelven progresivamente, teniendo la finalidad de concluir 
en la obtención de un objetivo, el cual es la resolución de un conflicto a través de un 
pronunciamiento judicial (p. 226). 
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Es en base a lo expuesto por el jurista en mención que podemos concluir que el 
proceso es un conjunto de actos concatenados, los mismos que se encuentran 
predeterminados en nuestra normativa, siendo deber del juzgador, velar por el 
correcto y uniforme desarrollo de este, tomando en cuenta principios procesales 
elementales. 
Es así que dentro del proceso las partes intervinientes, es decir, los justiciables, 
gozan de la protección de principios básicos, los mismos que rigen el desarrollo 
del proceso y el actuar del juzgador, siendo los siguientes: 
Principio de Igualdad 
Según Alvarado (2009, p. 227), refiere que: 
[…] En el campo del proceso, igualdad significa paridad de oportunidades y de 
audiencia; de tal modo, las normas que regulan la actividad de una de las partes 
antagónicas no pueden constituir, respecto de la otra, una situación de ventaja o de 
privilegio, ni el juez puede dejar de dar un tratamiento similar a ambos contendientes. 
De lo expuesto por el jurista, podemos concluir que el principio de igualdad resulta 
fundamental en el desarrollo del proceso, cuya materialización consiste en el trato 
similar aplicado por el juzgador, garantizando así el correcto desarrollo del 
proceso, cuya resultado manifestado en una sentencia, será producto de un 
análisis realizado por el juez en base a las oportunidades igualitarias con las que 
contaron los justiciables a lo largo del desarrollo del mismo. 
 
Principio de Imparcialidad del juzgador 
Según Alvarado (2009, p. 229), refiere que: 
El operador que en calidad de juzgador, cuenta con la autoridad para procesar y 
sentenciar una controversia debe ostentar y demostrar que no se encuentra colocado 
en la posición de parte (imparcialidad). 
Lo expresado por el jurista en mención versa respecto al operador de justicia, 
quien tiene a su cargo la conducción del proceso, debiendo mantener una 
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conducta objetiva e imparcial, debiendo motivar sus decisiones conforme a 
derecho. 
Asimismo, tenemos el derecho de defensa; el constitucionalista Bernales, E. 
(1996, p. 656), señala: 
El derecho de defensa cuenta con tres características:  
a) Es un derecho constitucionalmente reconocido, cuyo desconocimiento invalida el 
proceso;  
b) Convergen en él una serie de principios procesales básicos: la inmediación, el 
derecho a un proceso justo y equilibrado, el derecho de asistencia profesionalizada y 
el derecho de no ser condenado en ausencia y;  
c) El beneficio de la gratuidad. 
Según la definición del jurista citado, las características del derecho de defensa, 
en suma buscan un equilibrio entre las partes intervinientes en el proceso, 
teniendo como finalidad la igualdad entre las partes, de poder ejercer el derecho 
de ser asistidos por el abogado de su elección, contar con plazos razonables, etc. 
Notificación: Alcances 
Encontrándose la presente tesis, referida a la notificación de la demanda, 
pasaremos a identificar en que consiste la notificación y cuáles son los requisitos 
básicos para que esta se realice de manera correcta. 
Según la Guía procesal del abogado (2007): 
La notificación es el mecanismo procesal por el cual el juzgador comunica a todos los 
intervinientes en el proceso el contenido de sus resoluciones. En otras palabras, a 
través de la resolución se concreta la decisión jurisdiccional y a través de la 
notificación se da publicidad. (p.77). 
 
Respecto a la notificación edictal: Plenos Jurisdiccionales 
 
Pleno emitido por la Corte Superior de Justicia de Cajamarca en materia 




16. Filiación judicial de paternidad extramatrimonial: ¿qué ocurre si se desconoce el 
domicilio del demandado, procede la designación de curador procesal o se 
desnaturaliza el proceso? ¿Cuáles son los efectos de la notificación edictal?  
Conclusión: por unanimidad  
Se llegó a establecer que no se puede designar curador procesal en caso que la 
demandante manifieste desconocer su domicilio por cuanto desnaturalizaría el 
proceso.  
En lo referido a los efectos de la notificación edictal, por unanimidad se llegó a 
establecer que en caso se presenten demandas de esta naturaleza, es decir que se 
desconozca el domicilio del demandado, no procede realizar la notificación por 
edictos y la demanda se declarará inadmisible requiriendo a la demandante que 
precise el domicilio o la dirección domiciliaria del demandado. 
 
Conclusiones del pleno jurisdiccional distrital de familia - Corte Superior de 
Justicia de Amazonas 
2. Conclusión plenaria: el pleno adoptó por mayoría, 09 votos contra 06 votos, 
manifestando que: la notificación edictal sí procede cuando la parte lo solicita para no 
afectar el derecho constitucional a un proceso que cumpla con las garantías mínimas 
y porque tendrá derecho a la defensa a través de un curador procesal, así como a la 
pluralidad de instancias, conforme lo prevé el artículo 165 y 435 del código procesal 
civil, respectivamente. 
 
 Análisis crítico: Como se puede apreciar, a nivel nacional nuestro Poder 
Judicial, a través de sus jueces, aplica diversos criterios para un mismo caso; es 
decir, mientras la Corte de justicia de Cajamarca, establece que en materia de 
Familia, no procedería la notificación edictal, en consecuencia se declararía la 
inadmisibilidad de la demanda, debiendo la parte demandante ubicar el domicilio 
del demandado a fin de continuar con el proceso; siendo que en el segundo caso, 
la Corte de Justicia de Amazonas, concluye que la notificación edictal sí 
procedería, a solicitud de la parte interesada, toda vez que en su lugar actuará un 




Los plenos jurisdiccionales citados, reflejan la falta de uniformidad de criterios por 
parte de los juzgadores, lo cual conlleva como consecuencia, la afectación de los 
derechos de los justiciables, quienes no obtienen tutela jurisdiccional efectiva, al 
desconocer el domicilio real del demandado, así como aquel que nunca toma 
conocimiento de un proceso iniciado en su contra.   
Por ello, resulta imprescindible uniformizar criterios, ello a través de la 
modificación de los artículos pertinentes, a fin que la dirección domiciliaria 
consignada en el Documento de identidad de cada ciudadano, resulte válido para 
la notificación de cualquier proceso judicial iniciado en su contra. 
 
Domicilios válidos en el procedimiento administrativo 
A diferencia de lo dispuesto en nuestro Código Procesal Civil, en el cual se 
reconoce como válido el domicilio real de la parte demandada; al inicio del 
proceso para la remisión de las notificaciones judiciales. 
En el procedimiento administrativo, según lo dispuesto en el Artículo 113, Incisos 
1 y 5, de la ley de Procedimiento Administrativo General Nº 27444, se reconocen 
como válidos para efectos de la notificación del inicio del procedimiento 
administrativo; al domicilio real y el domicilio procesal, cuyas implicancias las 
asume el administrado, al variar de domicilio real o procesal y no comunicar de 
esto a la entidad administrativa. 
Ello concordado con lo dispuesto en el Art. 21 de la referida ley, el cual establece 
que la notificación personal se hará en el domicilio que conste en el expediente o 
en el último domicilio que el destinatario señaló en otro procedimiento análogo en 
la propia entidad dentro del último año. 
En cambio, el domicilio fiscal declarado por el administrado ante la SUNAT, no es 
válido para efectos del procedimiento administrativo, según el artículo 11 del 
Código Tributario, aprobado mediante Decreto Supremo N° 135-99-EF.  




[…] Un excandidato a la alcaldía de Lima, que teniendo domicilio real en la Provincia 
Constitucional del Callao, señaló su domicilio fiscal como “domicilio múltiple” para 
cumplir con el requisito de ley para postular, pero su candidatura fue tachada en este 
extremo por el Jurado Nacional de Elecciones (JNE), mediante Res. N° 1531-2010-
JNE, en los siguientes términos: “Según los argumentos del JNE, el 'domicilio fiscal' 
de acuerdo con el Código Tributario, es el lugar fijado dentro del territorio nacional 
para todo efecto tributario, aunque ello no implica que la persona tenga una 
ocupación habitual en el domicilio consignado como fiscal. Así, sigue la resolución, 
resultaría irrazonable aceptar que un candidato cuyo domicilio siempre figuró en el 
departamento de Piura, fijó su domicilio fiscal en el departamento de Tacna y por 
ende, se le tenga domiciliado en este último. 
Derechos procesales fundamentales 
Continuando con el desarrollo de nuestra investigación, debemos concordar el 
acto de notificar la admisión de la demanda, con los principios constitucionales 
básicos del debido proceso. 
Citando a Otárola, (2009), refiere: 
[…] Mediante el debido proceso se garantiza que las reglas de organización judicial, 
competencia, trámite de los procesos y ejecución de las decisiones de la justicia, se 
lleven a cabo respetando las garantías constitucionales y legales vigentes. 
Técnicamente se dice que el Debido Proceso Legal es la institución del Derecho 
Constitucional Procesal que identifica los principios y presupuestos procesales 
mínimos que debe reunir todo proceso judicial para asegurar al recurrente la certeza, 
justicia y legitimidad de su resultado. (p. 232). 
Asimismo, Otárola, (2009, p. 237),  en el citado libro, comenta el Artículo 139º de 
nuestra Constitución Política: 
[…] El texto constitucional ordena que el procesado haga uso del derecho de defensa 
en juicio, que es una garantía constitucional que permite rodear al proceso de las 
garantías mínimas de equidad y justicia. Ello resulta comprensible, pues no se podría 
entender que determinada persona sea juzgada y sentenciada en ausencia, sin la 
posibilidad de que pueda defenderse personalmente.  
 
Asimismo, Egúsquiza, (2004, p. 95), sostiene: 
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[…] La institución procesal de la tutela jurisdiccional efectiva, tiene como antecedente 
el artículo 24 de la Constitución española de 1978; y en términos procesales, por ella 
debe entenderse a la protección que brinda el Estado en igualdad de condiciones, al 
actor que inicia un proceso y al demandado, por el hecho de haber sido emplazado. 
El derecho a la tutela jurisdiccional efectiva es pues el derecho de toda persona a que 
se le “haga justicia”; a que cuando pretenda algo de otra, esta pretensión sea 
atendida por un órgano jurisdiccional, a través de un proceso con unas garantías 
mínimas. 
Estableciendo diferencias entre la tutela judicial efectiva y la tutela jurisdiccional 
efectiva, esta última debe ser considerada como la definición más adecuada, puesto 
que la primera hace referencia a la tutela que otorga el juez, mientras que la segunda 
es la que emana del deber de jurisdicción del Estado.  
 
Es por ello que, nuestro ordenamiento legal reconoce derechos procesales 
fundamentales a las partes involucradas en el proceso judicial, reconociéndole el 
derecho de impugnar aquellos actos procesales que no han sido dirigidos 
conforme a los lineamientos procesales esenciales, contando así, la parte 
demandada, al ver afectado su derecho de no haber participado oportunamente 
del proceso judicial, con la posibilidad de poder deducir la nulidad de aquellos 
actos procesales que le han generado agravio. 
Es por ello que, a fin de evitar agravio a cualquiera de las partes involucradas en 
el proceso judicial, el Estado a través del aparato judicial a de establecer y aplicar 
garantías procesales mínimas, con la finalidad de conseguir el objetivo de la 
justicia, la ansiada paz social, más aún si en el proceso se ve involucrado un 
menor de edad y la protección de sus derechos. 
Según lo dispuesto en nuestro Código Procesal Civil, se establece los requisitos 
para el planteamiento de nulidad de un acto procesal, según lo dispuesto en el 
siguiente artículo: 
Artículo  171.- Principio de Legalidad y Trascendencia de la nulidad.-  
La nulidad se sanciona sólo por causa establecida en la ley. Sin embargo, puede 
declararse cuando el acto procesal careciera de los requisitos indispensables para la 
obtención de su finalidad. 
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Cuando la ley prescribe formalidad determinada sin sanción de nulidad para la 
realización de un acto procesal, éste será válido si habiéndose realizado de otro 
modo, ha cumplido su propósito. 
 
La nulidad procesal, se define, según Távara, (2009): 
[…] Es una categoría que debe ser usada excepcionalmente. Por esta razón, el 
Código Procesal Civil ha consagrado una serie de barreras cuyo fin es precisamente 
impedir que un vicio se materialice en una declaración de nulidad. En primer lugar 
tenemos los llamados principios de la nulidad: por el principio de legalidad, la nulidad 
se sanciona sólo por causa establecida en la ley, o cuando el acto procesal careciera 
de los requisitos indispensables para la consecución de su finalidad. 
Por el principio de trascendencia o finalidad, la nulidad no se declara si el acto, pese a 
haber contravenido la formalidad sin sanción de nulidad, ha cumplido con su finalidad. 
(p. 109).  
 
Según las apreciaciones del citado jurista, las partes procesales 
excepcionalmente podrían deducir nulidad, en aquellos actos procesales, que no 
se han realizado conforme a nuestra normativa, aplicando así el principio de 
legalidad, y si a pesar que el acto se realizó de distinta manera y haya logrado el 
objetivo, correspondería evaluar si se cumplió con el segundo requisito, el de 
trascendencia del acto ejecutado. 
En lo que respecta al marco espacial, el presente trabajo de investigación, será 
realizado en la Corte Superior de Lima Norte; asimismo según nuestro marco 
conceptual, se desarrollará algunos conceptos, los cuales nos permitirán tener 
una idea clara y amplia del tema planteado:  
Interés superior del niño y adolescente: Entendido como un principio, así como 
un derecho y norma procedimental, el cual tiene que ser cautelado por el Estado a 
través de sus diversas instituciones. 
Debido Proceso: Entendido como un principio fundamental dentro de un Estado 
constitucional de derecho, garantizando a todo ciudadano, el respeto de las 
garantías base a fin de un correcto y equilibrado desarrollo del proceso judicial, 
garantizando los derechos de defensa, tutela judicial, doble instancia, entre otros.  
18 
 
Dirección domiciliaria: Entendida como la consignación en el documento 
nacional de identidad, de la residencia habitual de todo ciudadano. 
Notificación judicial: Acto procesal mediante el cual el órgano judicial da a 
conocer a las partes procesales, las decisiones que el juzgado adopta en el 
desarrollo del proceso. 
Proceso Único: Vía procesal regulada por Ley N° 27337, a fin de resolver 
procesos de demanda de alimentos en los que se encuentran involucrados niños 
o adolescentes. 
Dilación procesal: Interrupción del desarrollo del proceso judicial, generado 
normalmente por causas externas a los justiciables.   
 
Formulación del problema de investigación  
Problema general 
¿De qué manera se afecta el interés superior del niño y adolescente y el debido 
proceso, de producirse en dilaciones procesales en la notificación de la demanda 
de alimentos? 
 
Problema específico 1: 
¿Se aplica un criterio uniforme por parte de los juzgadores, respecto al domicilio 
real del demandado, como requisito de admisión de la demanda de alimentos? 
Problema específico 2: 
¿Nuestra normativa actual franquea opciones viables y no vulneratorios de los 
derechos de los justiciables al desconocerse el domicilio real del demandado? 
Justificación del estudio 
 
Según Sánchez y Reyes (1986, p. 120), la justificación consiste en: 
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[…] La importancia del problema de la investigación se orienta a responder las 
expectativas sociales y otros, que la sociedad espera alcanzar y que permite su 
desarrollo o la atención de una necesidad. El estudio de investigación tiene 
importancia por su aporte y contenido teórico-científico, que contribuyan al desarrollo 
de la ciencia y de la técnica.  
 
Justificación Teórica 
La presente investigación tiene como finalidad plantear soluciones al problema de 
cómo nuestra regulación jurídica actual en primer término no regula de manera 
eficaz y necesaria, respecto a la dirección domiciliaria de cada ciudadano y el 
efecto vinculante que esta tiene, para efectos judiciales, es decir que a la fecha, la 
incertidumbre que genera el desconocimiento del domicilio real del demandado se 
ve materializado en la demora de la notificación de la demanda incoada en contra 
del mismo, atentando así, contra el derecho alimentario del niño y adolescente, 
contraviniendo de este modo lo dispuesto en la Convención de los derechos de 
los niños y adolescentes suscrito por nuestro país, sumado a ello, nuestra 
legislación permite interpretaciones por parte de los juzgadores, las cuales 
muchas veces genera dilaciones procesales vulneratorias, nuevamente respecto 
a la notificación de la admisión de la demanda de alimentos,  la cual muchas 
veces puede ser defectuosa, generando el no pronunciamiento respecto a la 
pretensión alimentaria en el momento oportuno, así como por parte del 
demandado, al no tomar conocimiento del proceso iniciado en su contra.  
Es por ello, que analizaremos el impacto de nuestra regulación jurídica actual, en 
lo que respecta al tratamiento de las notificaciones y el impacto que tiene en los 
justiciables, ello, debido a que es recurrente la demora del inicio del proceso 
judicial, toda vez que, en muchas ocasiones la diligencia empleada para obtener 
la dirección domiciliaria o domicilio real, solicitado por el juez, no siempre resulta 
suficiente, por lo que los justiciables deben agotar las vías necesarias a fin de dar 
con la dirección de la parte demandada, lo cual en muchas ocasiones desalienta 
el deseo de los justiciables, a obtener un pronunciamiento justo respecto a la 
protección de su derechos. 
Mediante la presente tesis, planteamos una solución al problema descrito, a fin 
que el inicio del proceso judicial resulte célere para todas las partes procesales, 
así, el juez pueda valorar que el domicilio que se consigna en el Documento 
Nacional de Identidad de la parte demandada, es el domicilio al cual se deberá 
notificar la admisión de la demanda, asimismo la parte demandante pueda ubicar 
de manera sencilla, el domicilio habitual del demandado, y esta última, no vea 
vulnerados sus derechos procesales y ser parte desde el inicio del proceso; con lo 
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cual se podrá satisfacer de manera idónea los intereses de los ciudadanos, 
cumpliendo con buscar así, la paz social en justicia. 
 
Justificación Metodológica 
A través de la siguiente investigación se demostrará que nuestra regulación 
jurídica actual, resulta deficiente respecto a la notificación de la demanda, 
regulado en el Artículo 155 de nuestro Código Procesal Civil, siendo que lo 
afirmado, será posible de demostrar por medio de la comprobación de las 
hipótesis planteadas; teniendo el respaldo de juristas especialistas en el ámbito 
procesal civil, a través de las entrevistas realizadas en el ámbito de la jurisdicción 
del Distrito Judicial de Ventanilla - Lima Noroeste. 
 
Justificación Práctica 
La aplicación de lo propuesto en la presente tesis, a partir de los aportes de los 
juristas entrevistados, así como del análisis de la doctrina, y jurisprudencia 
analizada, contribuirá a concluir que actualmente muchos de los procesos  
alimenticios iniciados, atraviesan en su etapa inicial, por un estado de 
incertidumbre al realizarse la notificación de la admisión de la demanda a la parte 
demandada; por lo que de otorgarle al domicilio real consignado en el DNI de todo 
ciudadano, la calidad de domicilio procesal para efectos judiciales, se tendría 
certeza de la correcta notificación del proceso judicial iniciado. 
 
Justificación Legal 
La justificación legal de la presente tesis radica en que su objetivo principal es 
uniformizar el uso del domicilio real consignado en el Documento Nacional de 
Identidad (DNI) de los ciudadanos; ello, a fin de encaminar el desarrollo del 
proceso judicial, bajo los principios de inmediación, celeridad y debido proceso, 
cautelando los derechos de los justiciables. 
 
Relevancia 
La presente investigación es de mucha relevancia pues plantea el uso del 
“domicilio real” del ciudadano, a fin de que se realice la correcta notificación de la 
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demanda al iniciarse el proceso de alimentos, logrando así obtener la ansiada paz 
social. 
En tal contexto, la presente investigación, resulta relevante por el aporte a realizar 
y su aplicación. 
 
Contribución 
Se pretende contribuir con implementar el uso del domicilio legal, a fin que los 
procesos judiciales puedan desarrollarse con la debida celeridad, cautelando los 
derechos básicos de los justiciables, teniendo especial relevancia el interés 
superior del niño. 
Por lo cual, al validar el domicilio real para la notificación de la demanda, se 
impulsará el acceso a la tutela jurisdiccional efectiva. 
 
Objetivo 
La investigación tiene como objetivo, según Monje (2011): 
Determina el nivel de conocimiento que se pretende obtener, orientan y 
direccionan el proceso investigativo y determinan y delimitan el camino a recorrer 
para la obtención de los resultados planteados. (p. 70). 
Para los autores Hernández, Fernández y Baptista (2014), sostienen que: 
Los objetivos señalan a lo que se aspira en la investigación y deben de 
expresarse con claridad, pues son las guías de estudios. (p. 37). 
 
Objetivo general: 
Determinar si existe afectación al interés superior del niño o al debido proceso, de 
producirse dilaciones procesales en la notificación de la demanda de alimentos. 
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Objetivo específico 1: 
Establecer si el criterio aplicado por los jueces, resulta uniforme respecto al 




Objetivo específico 2: 
Determinar si nuestra normativa vigente franquea opciones viables y no 




De acuerdo al autor metodológico Vara (2012), los supuestos “son explicaciones 
tentativas a las preguntas de investigación. Son oraciones afirmativas que 
responden a los objetivos y preguntas” (p. 159).  
Por otro lado, respecto a cómo deben ser formuladas, según la Academia de 
Investigación (2009), refiere que: 
Debe velarse por que ésta se encuentra estrechamente vinculada a la 
interrogante de investigación, que se refiera a la realidad investigada, que esté 
redactada en términos comprensibles, precisos y concretos, que explique la 
relación causa-efecto entre las variables. (pp. 17 – 18).  
 
Supuesto jurídico general: 
Actualmente, la notificación de la admisión de la demanda en el proceso de 
alimentos resulta deficiente, debido a que la dirección domiciliaria de la parte 
demandada, muchas veces es incierta, por ello de ser vinculante el “domicilio real” 




Supuesto jurídico especifico 1: 
La consignación del domicilio real de la parte demandada, es un requisito para la 
admisión de la demanda y el consecuente inicio del proceso, resultando 
inapropiado que el domicilio consignado en el DNI no pueda ser utilizado para 
este fin, debiendo la parte demandante emplear la diligencia normal para la 
ubicación del mismo. 
Supuesto jurídico especifico 2: 
Dentro del Proceso Único, nuestra normativa actual resulta deficiente, al 
encontrarse expuesto a deducciones de nulidad debido a defectos en la 
notificación de la demanda. 
 
Supuesto independiente: domicilio real del demandado 
El concepto de domicilio real del ciudadano, viene a definirlo como el espacio 
geográfico en donde la persona realiza residencia habitual; es decir, que la sola 
fijación de un lugar habitual de residencia, conlleva por defecto al señalamiento de 
ese espacio, como domicilio. 
 
Supuesto dependiente: notificación de auto admisorio 
La notificación de la admisión de la demanda se encuentra supeditada a que la 
dirección domiciliaria señalada como destinataria de la recepción, resulte correcta, 
llegando en ese supuesto a realizarse correctamente la comunicación del inicio 


























II.1. Tipo de investigación 
 
Según Canales (1994, p. 80), entendemos por tipo de investigación: 
 
[…] El tipo de estudio se define inicialmente desde la etapa visualización y elección 
de y planteamiento del problema; sin embargo, las etapas del proceso de 
investigación suministran elementos útiles para la selección del mismo. La revisión 
de literatura y la consulta a personas conocedores del tema de estudio contribuyen 
a una mejor elección. 
 
Podemos entender que el tipo de investigación es la estructura básica para poder 
realizar nuestra actividad investigativa, claro, tomando como referencia a autores 
especialistas tanto en el aspecto metodológico, así como en conocedores del 
derecho, en la presente investigación, así como la evaluación preliminar de la 
casuística y jurisprudencia, a fin que la investigación y conclusiones arribadas, 
realmente tengan respaldo y aplicabilidad. 
 
La presente investigación Es de tipo descriptivo - fenomenológico (describe los 
fenómenos), basada en la teoría fundamentada, es de enfoque cualitativo, una 
actividad orientada de manera sistemática a la comprensión profunda del 
fenómeno jurídico elegido. 
 
Cualitativo porque la presente investigación procura determinar cuáles son las 
características del tratamiento normativo vigente, mediante el cual se desarrolla el 
proceso único, mediante el cual se ventila la demanda de alimentos. 
 
Es crítico, toda vez que mediante la presente investigación, se pretende 
determinar y establecer las falencias de nuestra regulación procesal vigente, 
cuyas consecuencias resultan materializadas en el tiempo que se resuelven los 
referidos procesos. 
 
Es, por su postulación, un estudio descriptivo, en la medida que define las 
características de índole legal y judicial.  
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II.2. Diseño de investigación 
 
Según Canales (1994), se entiende por diseño de investigación: 
- La estrategia utilizada para comprobar una hipótesis o un grupo de hipótesis. 
- La determinación de las estrategias y procedimientos que seguirán para dar 
respuesta al problema y comprobar las hipótesis. (p. 77). 
En base a lo expuesto por el autor, es que la presente investigación es planteada 
en base a la valoración de casuística, respaldada por entrevistas a expertos, es 
así que las conclusiones y recomendaciones propuestas son sólo el resultado del 
procedimiento inicialmente establecido. 
Diseño de tipo No Experimental, pues la presente investigación evalúa los 
fenómenos procesales, y su desarrollo en tiempo real, siendo posteriormente 
analizados. 
 
II.3. Caracterización de los sujetos 
Para el desarrollo de la presente investigación se ha entrevistado a 03 jueces de 
paz letrado de la Corte Superior de Justicia de Lima Norte, tomando en cuenta 
que estos juzgados son los encargados de resolver este tipo de demandas, por 
ser competentes; resultando relevante la opinión de los entrevistados debido a su 
especialización en este tipo de procesos. 
 
Cuadro N°1: Categorización 







Jueza Titular del 
Noveno Juzgado de 
Paz Letrado de SMP 
y los Olivos de la 
Corte Superior de 





Fuente: Elaboración propia del autor.  
 
II.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos  
 
Técnicas 
Observar, recolectar, graficar, ordenar y conservar la información y los datos.  
Así como elaborar mecanismos de clasificación, análisis, elección y correlación de 









Abogada  - PUCP 
Jueza Titular del 
Décimo Juzgado de 
Paz Letrado de 
SMP y los Olivos de 
la Corte Superior de 
Justicia de Lima 
Norte. 





Registro CAL N°  
45251 
Jueza Titular del 
Décimo Primer 
Juzgado de Paz 
Letrado de SMP y 
los Olivos de la 
Corte Superior de 
Justicia de Lima 
Norte. 






A. Análisis de fuente documentaria: Artículos en revistas, libros 
especializados, y doctrina jurisprudencial. 
B. Entrevistas: Esta técnica se ha encontrado dirigida a profesionales 
especialistas en la materia, valorando y tomando en cuenta los aportes, 
conocimientos y críticas a la presente investigación, ello a fin de poder comprobar 
la presente investigación.   
C. Análisis del marco normativo: Esta técnica permitirá analizar las siguientes 
normas: 
- Constitución Política del Perú. 
- Código Civil. 
- Código Procesal Civil. 
- Código de Niños y Adolescentes. 




Los instrumentos a utilizarse en la presente investigación, son los siguientes: 
 Análisis de Expedientes. 
 Cuestionario de entrevistas a expertos. 
 
Métodos de análisis de datos 
Método Deductivo para obtener conclusiones 
particulares  a partir de una ley universal. 
Descripción del Problema 
Método Deductivo Formulación del Problema 
Método Deductivo Objetivos 
Método Deductivo Antecedentes 
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Método Argumentativo Base Teórico Doctrinales 
Método Argumentativo para apoyar la 
afirmación, cuya aceptación genera ciertas 
dudas a fin de permitir suplir la falta de 
pruebas cuantitativas y la verificación no 
experimental respecto a la veracidad o 
falsedad de la afirmación 
Marco Conceptual 
Método Comparado Marco Comparado 
 
Mapeamiento 
El proyecto de investigación será realizado dentro del Distrito Judicial de Lima 
Norte, específicamente en las instalaciones de los Juzgados de Paz Letrado. 
Siendo que, nuestro problema de investigación  
 
II.5. Tratamiento de la información 
Se ha programado realizar el trabajo de investigación dentro del Distrito Judicial 
de Lima Norte, específicamente las instalaciones de los Juzgados de Paz Letrado. 
 
II.6. Aspectos éticos 
Los patrones y lineamientos del APA han sido la base para la realización de la 
presente investigación, por lo que la información contenida en la presente tesis es 
genuina, propia del autor, no habiéndose transgredido los lineamientos de la ética 
























III.1. Análisis de Entrevistas 
 
Tabla de entrevistados 
N° de 
entrevistados 
Detalle de entrevistados 
1 
Liliana Respaldiza Peralta – Jueza Titular del Noveno 
Juzgado de Paz Letrado de SMP y los Olivos de la Corte 
Superior de Justicia de Lima Norte. 
2 
Giulianna Elizabeth Reyes Chávez – Jueza Titular del 
Décimo Juzgado de Paz Letrado de SMP y los Olivos de 
la Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
3 
María Gallardo Bautista – Jueza Titular del Décimo 
Primer Juzgado de Paz Letrado de SMP y los Olivos de la 
Corte Superior de Justicia de Lima Norte. 
 
 
PREGUNTAS DE LA ENTREVISTA: 
 
Respecto al Objetivo general: 
Determinar si existe afectación al interés superior del niño y al debido proceso, de 
producirse dilaciones procesales en la notificación de la demanda de alimentos. 
 
1. Respecto a ¿Cuál es el tiempo prudencial en el que se debe resolver un 
proceso de alimentos? 
Entrevistado 1: En promedio 03 meses. 




Entrevistado 3: En un plazo menor a 01 año. 
 
Las Juezas entrevistadas concuerdan en que el tiempo promedio en resolverse 
una demanda de alimentos en vía proceso único es desde 02 meses hasta 01 
año, encontrándose condicionado el periodo de duración del proceso, a un 
correcto emplazamiento a la otra parte, significando ello que de extenderse el 
proceso, se estaría directamente afectando de los derechos del niño y 
adolescente, siendo que en la mayoría de casos, los demandados cumplen con 
su obligación alimentaria una vez que se emite la sentencia. 
 
2. Respecto a si considera usted, que existen dilaciones procesales debido 
a la notificación del auto admisorio al demandado. 
Entrevistado 1: Sí, la mayoría de las dilaciones procesales producidas, se 
encuentra vinculada a la notificación del auto admisorio de la demanda a la parte 
emplazada. 
Entrevistado 2: Sí, sólo si hay devolución de cédula de notificación, existe dilación 
procesal, ello debido a que se tiene que informar de esto a la parte demandante a 
fin que subsane y se proceda a notificar nuevamente a la parte emplazada. 
Entrevistado 3: Sí, en este tipo de procesos, pueden existir dilaciones procesales, 
las cuales no pueden ser atribuidas en su mayoría a la labor judicial, si no, a la 
parte demandante, ello debido a que en muchas ocasiones no son diligentes al 
consignar el domicilio real de la parte demandada. 
 
Las 03 juezas entrevistadas concluyen en que actualmente existe un gran número 
de demandas que atraviesan por dilaciones procesales, muchas de las cuales no 
pueden ser atribuidas al poder judicial, ello, debido a que en muchas 
oportunidades el domicilio real del demandado no ha sido señalado debidamente, 
generando así, la devolución de la cédula de notificación, con lo cual se genera 





3. Respecto a si considera usted que es un requisito de admisión de la 
demanda en un proceso de alimentos, adjuntar la ficha RENIEC del 
demandado. 
Entrevistado 1: No, la ficha Reniec del demandado, no es un requisito de 
admisibilidad de la demandad de alimentos. 
Entrevistado 2: No, en la Corte Superior de Lima Norte, no se exige la ficha 
Reniec de la parte emplazada. 
Entrevistado 3: No, la ficha Reniec del demandado no es un requisito a fin que se 
admita la demanda. 
 
Las juezas concluyen que dentro de la jurisdicción de la Corte superior lima Norte, 
la ficha RENIEC del demandado no es un requisito de admisión de la demanda de 
alimentos, toda vez que los juzgados cuentan con acceso a la información con la 
que cuenta la RENIEC, con lo cual verifican si el domicilio consignado por la 
demandante, es el mismo que figura en el documento de identidad de la persona 
emplazada. 
 
Respecto al Objetivo Específico 01: 
Establecer si el criterio aplicado por los jueces, resulta uniforme respecto al 
domicilio real del demandado, como requisito de admisión de la demanda de 
alimentos. 
4. Respecto a si considera que actualmente existe un criterio uniforme 
aplicado por los magistrados respecto al domicilio real del demandado. 
Entrevistado 1: En lo que respecta a la Corte superior de lima norte sí, pero a 
nivel nacional existen criterios diversos respecto a la consignación de la dirección 
domiciliaria de la parte emplazada. 
Entrevistado 2: En la Corte superior de Lima Norte, es un criterio uniforme que la 





Entrevistado 3: Sí, la consignación de la dirección domiciliaria consignada en el 
DNI del emplazado, resulta suficiente para el emplazamiento del mismo, con lo 
cual el juzgador tiene por bien notificado al demandado, no generando esto, un 
vicio procesal. 
 
Las tres juezas entrevistadas concluyen que en la Corte superior lima norte, la 
dirección domiciliaria consignada en el DNI del justiciable, resulta vinculante a fin 
que se le tenga por bien notificado; sin embargo, el mismo criterio no se aplica a 
nivel nacional.   
 
5. Respecto a si actualmente resulta vinculante la dirección domiciliaria 
consignada en el DNI, para que se tenga por válida la notificación de la 
demanda. 
Entrevistado 1: Sí, resulta vinculante y en la mayoría de casos no se han 
presentado recursos procesales para invalidar la notificación realizada o el 
proceso en sí; sólo en escasos procesos, los mismos se han visto dilatados 
debido a que no se ha podido realizar debidamente la notificación, con lo cual se 
ha procedido a correr traslado a la demandante, debiendo pronunciarse la misma 
al respecto, con lo cual se extiende considerablemente el proceso, sumándose a 
la sobrecarga procesal con la que ya cuenta cada juzgado. 
Entrevistado 2: Sí, al ser esta una declaración unilateral por parte del justiciable, 
ante una entidad pública, por lo que resulta válida la notificación de la demanda; 
siendo que en casos excepcionales, de ser devuelto el cargo de notificación, toda 
vez que la referida dirección es inubicable o es un terreno baldío, el desarrollo del 
proceso sí se ve afectado. 
Entrevistado 3: La dirección domiciliaria consignada en el DNI, tiene carácter 
vinculante para que se tenga por bien notificado al demandado. 
 
Según la opinión de las juezas entrevistadas, la práctica generalizada en la Corte 
superior lima norte confirma que la dirección domiciliaria consignada en el DNI del 




como refiere la entrevistada N° 2, existe un reducido porcentaje de expedientes 
que debido a que a pesar que se cuenta con la dirección domiciliaria del 
demandado, no se puede notificar válidamente al emplazado, con lo cual se ve 
dilatado el desarrollo del proceso único, afectando así el derecho del niño o 
adolescente a la obtención de una sentencia alimenticia. 
 
6. Respecto a qué incidencia genera, tanto en la parte demandante, así 
como en el proceso mismo, el desconocimiento del domicilio real del 
demandado. 
Entrevistado 1: En muchas ocasiones se dilata el desarrollo del proceso, con lo 
cual en algunos casos la parte demandante abandona el proceso, afectándose así 
el interés superior del niño al no obtener una sentencia de alimentos. 
Entrevistado 2: Genera cierta dilación procesal, pero también faculta a la 
demandante a emplazar a los parientes (orden de prelación), con lo cual se puede 
obtener una sentencia ejecutable a favor del niño o adolescente. 
Entrevistado 3: Se genera dilación del proceso judicial, así como la pérdida de 
confianza por parte de la demandante respecto a una correcta administración de 
justicia. 
Podemos concluir que en un alto porcentaje de los procesos de demandas de 
alimentos, la parte demandante pierde la confianza en el aparato judicial, toda vez 
que ve truncadas las expectativas de obtener una sentencia favorable en corto 
tiempo; en lo que respecta al proceso per se, este, al no poderse notificar 
válidamente al demandado, se ve dilatado, con lo cual se incumple con la 
finalidad de este proceso, el cual tiene como propósito la obtención célere de una 
sentencia que proteja el interés superior del niño. 
Asimismo, debemos rescatar la propuesta que hace la entrevistada N° 2, quien a 
través de su amplia experiencia como jueza, advierte que en el supuesto que no 
se pueda emplazar debidamente al demandado, por lo que la ley faculta a la 
demandante a dirigir la demanda a los parientes del obligado, en base al “orden 




obligado a cumplir con el pago por concepto de alimentos, siendo que con ello se 
evita dejar en desamparo al menor de edad, obteniendo de esta manera, una 
sentencia posible de ejecutar.   
 
Respecto al Objetivo Específico 02: 
Determinar si nuestra normativa vigente franquea opciones viables y no 
vulneratorias de los derechos de los justiciables al desconocerse el domicilio real 
del demandado. 
 
7. Respecto a si las opciones con las que cuenta el demandante a fin de 
proseguir con el proceso, en rebeldía del demandado, resultan eficaces. 
Entrevistado 1: La declaración de rebeldía, si bien es cierto permite la 
continuación del proceso, esto no asegura que la sentencia sea ejecutable, toda 
vez que de no conocerse el domicilio del demandado, la pensión alimentaria no 
sería efectiva. 
Entrevistado 2: Sí, según el orden de prelación que genera el Código del niño y 
adolescente, lo cual resulta mucho más viable que continuar el proceso en 
rebeldía del demandado, obteniendo sentencias inejecutables, resultando mucho 
más idóneo, el emplazar a los familiares del demandado. 
Entrevistado 3: La declaración de rebeldía del demandado deviene de un debido 
emplazamiento, permite la continuación y conclusión del proceso. 
 
Las juezas entrevistadas concluyen en base a su experiencia ejerciendo justicia 
que, la declaración de rebeldía no impide la continuación y consecuente obtención 
de una sentencia favorable para el menor representado, siendo que 
posteriormente una vez emitida la sentencia, existe la incertidumbre por parte de 
la demandante, respecto a la materialización de lo ordenado por el órgano judicial, 
ello, toda vez que debido a la no participación del demandado en todo el proceso, 
la sentencia no  resulta ejecutable al desconocerse el paradero del obligado a 




8. Respecto a si de asignarse automáticamente una casilla judicial de 
manera gratuita al demandado al momento de presentar el escrito de 
contestación de la demanda de alimentos, evitaría dilaciones procesales. 
Entrevistado 1: La asignación de una casilla gratuita, significaría un gran aporte, 
evitando así actos contrarios a la buena fe procesal por parte del demandado, 
encontrándose imposibilitado así, de intentar dilatar el proceso al contestar la 
demanda con algún defecto subsanable.  
Entrevistado 2: No considero viable la asignación de casilla judicial gratuita, 
porque sería un acto unilateral por parte del juzgado, no siendo posible imponer a 
la parte para los efectos de notificación válida. 
Entrevistado 3: Contribuiría a tramitar brevemente el expediente, sin embargo, 
considero que ese costo no puede irrogarse al Estado. 
 
En lo que respecta  a la propuesta de asignación de casilla judicial automática y 
gratuita para el demandado al momento de contestar la demanda, conforme a la 
opinión de dos de nuestras entrevistadas, consideramos favorable la aplicación de 
esta medida, ello a fin de impedir actos contrarios a la buena fe procesal por parte 
del demandado, al intentar dilatar el proceso al presentar el escrito de 
contestación con muchas omisiones con el único fin de que el juzgador proceda a 
declarar inadmisible el referido escrito y otorgue el correspondiente plazo a fin que 
subsane, siendo que de ser el caso, esto acarrearía una gran dilación del proceso 
judicial, perjudicando así la obtención de la sentencia en un plazo razonable. 
 
9. Respecto a si considera que nuestro ordenamiento jurídico es eficiente 
respecto a la protección del interés superior del niño y adolescente en los 
procesos de demanda de alimentos. 
Entrevistado 1: La regulación actual cautela el interés superior del niño, pero se 
puede realizar mejoras a fin que a través del proceso se obtengan sentencias 




Entrevistado 2: Se puede mejorar, por ejemplo, se debería contar con información 
adecuada por parte de las entidades públicas a fin de poder contar con 
información fidedigna, como información del estado laboral del emplazado, etc. 
Entrevistado 3: Sí, nuestra regulación actual cautela a través del desarrollo del 
proceso, la protección del interés superior del niño. 
 
En la última interrogante planteada a nuestras entrevistadas, podemos concluir 
que aún se puede realizar muchas mejoras al proceso único, dotar de 
mecanismos al juzgador a fin que cuente con información fidedigna y de gran 
apoyo a su labor, al tomar conocimiento de las verdaderas condiciones 
económicas, laborales y financieras de las partes involucradas en el proceso, es 
decir poder obtener información en tiempo real, como: situación laboral, a través 
de información que bien podría proporcionar el Ministerio de trabajo o la entidad 
médica en la cual se encuentra inscrito el emplazado. 
Asimismo, resulta pertinente contar con un registro de Casillas electrónicas de los 
abogados patrocinantes, el cual sería de mucha utilidad a los operadores 
judiciales, en el supuesto que los escritos primigenios presentados por alguna de 

























“Artículo 4.- La 
comunidad y el 
Estado protegen 
especialmente 











El fin del 
Estado es 
velar por la 
integridad y el 
desarrollo  de 
los 
ciudadanos, 
más aun de 
aquellos que 
se encuentran 
bajo el cuidado 
de sus padres, 
tutores, etc.  
La Constitución a 
través de su 
articulado, vela por 
la protección de los 
derechos de los 
niños y 
adolescentes, 
siendo que a 
través de sus 
instituciones busca 
implementar 
políticas a fin de 
materializar el 
derecho 
reconocido a los 
menores.  









aplicación y el 

















Artículo 2.  El 
interés superior 
del niño es un 
derecho, un 
principio y una 
norma de 
procedimiento 
que otorga al 
niño el derecho 






que el Estado 




la decisión que 
más se ajuste 
a la protección 
del interés del 
niño y/o 
adolescente.   
Lo regulado 
involucra a toda 
institución pública 
como privada, las 
cuales deben velar 
por el cumplimiento 
y respeto de los 






niño, obliga a 
que el Estado, 











en todas las 
medidas que 
afecten directa o 
indirectamente a 
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En relación a la dirección domiciliaria y su efecto vinculante en el proceso 
judicial 
En la presente investigación hemos analizado la normativa vigente así como la 
regulación comparada en otros sistemas jurídicos, también hemos obtenido la 
opinión concienzuda y experimentada de las jueces entrevistadas, así como la 
evaluación de casos; por lo que a través de la información obtenida podemos 
verificar que actualmente el criterio aplicado por el operador judicial (juez), no se 
encuentra generalizado, toda vez que de producirse algún inconveniente al 
notificar la admisión de la demanda de alimentos, generando de manera 
automática la dilación del proceso, la demandante en muchas ocasiones no 
encuentra los mecanismos facilitadores a fin de impulsar el proceso judicial, de 
manera que a pesar de haber agotado los medios para obtener la dirección 
domiciliaría del demandado, resulta que la misma en muchas ocasiones no es 
válida para que se lleve a cabo la notificación de la demanda, de manera válida. 
Por ello, al producirse este inconveniente al momento de dar inicio al proceso 
judicial, lo que genera es pérdida de tiempo a los justiciables y quienes en 
realidad resultan afectados, son los niños y adolescentes quienes a través de sus 
representantes legales (en la mayoría de casos la madre), ven frustrada la 
obtención de su derecho base, el cual no es más que contar con la satisfacción de 
sus necesidades esenciales como son: alimentación, vestido, educación, vivienda, 
etc. 
Es por ello que, la actual regulación del proceso único al demandarse alimentos, 
aún presenta ciertas dificultades para la parte demandante, generando ello 
diversas circunstancias contrarias a la finalidad del proceso así como a los 
intereses del Estado y la sociedad, ello se ve reflejado en el abandono de los 
proceso judiciales por parte de la demandante, toda vez que el transcurso del 
tiempo y la consecuente dilación del proceso, medran la voluntad y confianza en 
el aparato judicial por parte de los justiciables, viéndose impulsados a no 
continuar con el proceso, llegando a archivarse el mismo, sin la obtención de una 




En lo referente a la posibilidad de demandar a los padres o hermanos del 
demandado, según el orden de prelación normado en la Ley N° 27337 
El Estado a través de la normativa vigente ha tratado de regular las diversas 
situaciones por las que pueden atravesar los ciudadanos, normando así las 
posibles circunstancias complejas en las que se pueda dificultar la obtención de 
justicia, por lo que a través del proceso de alimentos, cuya finalidad es la 
satisfacción del derecho alimentario de los menores de edad, ha previsto la 
posibilidad de que en el supuesto que el obligado a prestar alimentos tenga un 
estado inubicable, la parte demandante cuenta con la posibilidad de demandar 
según el orden de prelación a los familiares de este, hasta el segundo grado de 
consanguinidad, es decir, demandar a los padres de este o a los hermanos; 
siendo que mediante este mecanismo, se busca proteger la satisfacción de los 
alimentos del menor. 
En base a las entrevistas a las jueces, podemos apreciar que si bien la normativa 
vigente otorga la posibilidad de demandar a los parientes del obligado a prestar 
los alimentos, de desconocerse la ubicación de este, este mecanismo no se 
encuentra muy difundido o muchas de las demandantes no confían que esta 
posibilidad satisfaga la necesidad del alimentista, toda vez que en muchos casos 
se desconoce las condiciones económicas de los familiares del demandado, el 
paradero de los mismos, etc. 
Siendo que debido a nuestra cultura y estigmatización de lo que entendemos por 
pensión de alimentos, la no utilización de este mecanismo, tiene como origen la 
creencia arraigada de que es el padre o la madre quien tiene que asumir esa 
responsabilidad y no los familiares de estos, sumado a ello también existe la 
negativa de creer en la viabilidad de esta posibilidad con la que cuentan los 
justiciables.    
En relación a las dilaciones procesales en las demandas de alimentos 
En lo que respecta al principal punto de discusión de la presente tesis, debemos 
valorar los criterios obtenidos a raíz de las entrevistas realizadas, las mismas que 
nos dan cuenta de la realidad problemática diaria con lo que se encuentra todo 




transcurso del tiempo ha flexibilizado y dinamizado el desarrollo del proceso único 
a fin de brindar protección a uno de los sectores más vulnerables, es decir: los 
niños, niñas y adolescentes. 
Por ello, a raíz de todas estas mejoras podemos evaluar qué tan efectivas han 
resultado; siendo que de la evaluación del tiempo en que se resuelven los 
procesos de alimentos, podemos apreciar que el tiempo de término de estos 
procesos varía entre 02 meses hasta 01 año, y en casos excepcionales el plazo 
de resolución del expediente es mayor. 
 Es decir, a pesar de las mejoras implementadas, todavía persisten aquellos 
impedimentos de forma que obstaculizan el desarrollo continuado de la demanda 
de alimentos en el proceso único, teniendo como principales factores: la 
incertidumbre de saber si en la dirección domiciliaria a la cual se notificará la 
demanda  será recepcionada la misma, en el supuesto que el demandado 
conteste la demanda, lo haga cumpliendo los requisitos de contestación de la 
misma y no intente dilatar el proceso al no cumplir con señalar o adjuntar 
requisitos subsanables con lo cual se le otorgaría plazo para subsanar, la carga 
procesal con la que cuenta todo juzgado; todos los supuestos señalados traen 
como consecuencia la dilación del proceso. 
Es así que, sumado a las dilaciones que pueden presentarse en el desarrollo del 
proceso judicial, tenemos también que en muchos de estos procesos, una vez 
obtenida la sentencia la misma en muchos casos resulta inejecutable, toda vez 
que en muchos de estos casos se ha continuado el proceso en rebeldía del 
demandado, quien desconoce el desarrollo del mismo, siendo que 



















Tras haber desarrollado la presente Tesis, podemos obtener las siguientes 
conclusiones: 
PRIMERO: Podemos concluir que se estaría afectando el interés superior del 
niño, así como el debido proceso de producirse retraso en el desarrollo del 
proceso único, el mismo que presenta muchas falencias, a pesar de ser un 
proceso dinámico en donde debe primar el interés superior del niño, aún resulta 
muy formalista, llegado incluso a resolverse los procesos en periodos muy 
extensos, desvirtuándose la labor suprema del Estado, cautelar el derecho 
alimentario del niño y/o adolescente, por lo que de implementarse medidas que 
drásticamente reduzcan los plazos y flexibilice el desarrollo del proceso, 
realmente se podría obtener sentencias en plazos razonables. 
SEGUNDO: De la investigación realizada en la presente tesis podemos concluir 
que la labor desarrollada por el juzgador quien se encuentra investido del poder 
que le otorga la ciudadanía, respaldado por las disposiciones contenidas en 
nuestra normativa, se encuentra facultado para flexibilizar y procurar el desarrollo 
del proceso de manera dinámica, ello a razón de poder suprimir actos procesales 
que resulten dilatorios, claro está sin vulnerar derechos procesales fundamentales 
de las partes intervinientes, labor que no se hace, bajo un sin número de 
argumentos, como la falta de personal administrativo, el exceso de expedientes 
asignados, etc. 
Asimismo, la labor de los especialistas legales y secretarios; en innumerables 
ocasiones cuenta con “severas llamadas de atención” por parte del Juez a cargo 
del juzgado, con lo cual no se ve reflejado un cambio en mejora de los 
justiciables, por lo que el fin de su labor no se ve cumplida, toda vez que no 
proveen los escritos a tiempo alegando el exceso de carga procesal, con lo cual 
los perjudicados seguimos siendo la ciudadanía, en este caso en particular, los 
alimentistas. 
TERCERO: Se han logrado grandes mejoras a fin de facilitar el acceso a la 
justicia por parte de sectores más vulnerables, sin embargo aun hay una brecha 
muy amplia por reducir, logrando que los criterios de los magistrados se 




justiciables, siendo que a la fecha resulta común que la parte demandante, 
muchas veces mujeres madres de familia, se desalienten al ver la demora en este 
tipo de procesos, más aun si se le exige requisitos que no resultan fáciles de 
conseguir, como el domicilio real del demandado, por lo que en muchos casos se 
produce el abandono del proceso, agravando así la situación del alimentista, toda 
vez que no existe posibilidad de que a través del Estado se obligue al progenitor a 
acudir con una pensión alimenticia digna a su favor, al no existir precisamente una 























Luego de haber podido corroborar la realidad problemática de la presente tesis, y 
haber arribado a las conclusiones expuestas, se realizan las siguientes 
recomendaciones: 
PRIMERO: Resulta necesario el equiparar y materializar los plazos procesales 
establecidos en el Código de Niños y Adolescentes, por lo que se debe establecer 
imperativamente que el domicilio real consignado en el Documento de identidad 
(DNI) de todo ciudadano, tenga carácter vinculante para efectos judiciales, por lo 
que al iniciarse una demanda de alimentos en su contra, bastará con notificar la 
iniciación del mismo en el domicilio real consignado en el DNI, para considerarla 
como notificación válida. 
Segundo, establecer la asignación de una Casilla Judicial Gratuita dentro de la 
jurisdicción de la Corte en la cual se ventila el proceso de alimentos, la cual será 
consignada en la contestación de la demanda, y así evitar dilaciones procesales 
en caso se tenga que volver a notificar precisamente al demandado a fin que 
subsane alguna inobservancia en su escrito, de esta manera se evitará que la 
resolución de inadmisibilidad tenga obligatoriamente que notificársele a su 
domicilio real, ya que en los casos que este resulta lejano, transcurren periodos 
de tiempo muy extensos, contraviniendo la finalidad del proceso, el cual es 
obtener una sentencia favorable al alimentista en un plazo razonable. 
SEGUNDO: El juzgador es el llamado a cautelar en este tipo de procesos, los 
derechos del niño y la defensa de sus derechos, por lo que debe impulsar el 
proceso en los casos en que la parte demandante desconozca la prosecución del 
mismo, ello, a razón de obtener una sentencia favorable en el plazo más breve, 
asimismo, al ser el juzgador quien se encuentra investido del poder coercitivo 
conferido, debe evitar la desigualdad entre las partes y sancionar debidamente el 
actuar dilatorio de alguna de las partes y sobre todo de sus abogados 
patrocinantes. 
Siendo que, actualmente los procesos de alimentos ocupan un alto porcentaje de 
los procesos, es menester del órgano judicial, el lograr la reducción de estos 




TERCERO: De las conclusiones arribadas podemos afirmar que nuestra 
normativa actual aun no cuenta con el dinamismo necesario e idóneo, por lo que 
la labor de los operadores jurídicos se encuentra limitada y supeditada a actos 
dilatorios y demasiado onerosos para la mayoría de justiciables. 
A pesar que en este tipo de procesos resulta facultativa la posibilidad que la parte 
demandante cuente con asesoría cautiva, resulta fundamental para los 
justiciables contar con un abogado que, frente a adversidades dilatorias en el 
proceso, en base a sus conocimientos pueda impulsar debidamente el proceso a 
fin que el mismo se resuelva de manera célere. 
Por ello, resulta de vital importancia la labor del letrado, toda vez que su presencia 
en el proceso es la de fiscalizar el correcto actuar del juez, así como del defensor 
de la parte contraria, y acusar todo acto dilatorio que resulte perjudicial a los 
intereses del alimentista. 
Asimismo, resulta necesario que los justiciables conozcan mínimamente sus 
derechos, ello a razón que si el ciudadano no conoce los principios básicos del 
proceso judicial, específicamente sobre este tipo de procesos alimentarios, poco o 
nada podrá exigir cuando transcurran los plazos y no obtenga respuestas 
satisfactorias por parte de su abogado o el órgano judicial en donde se esté 
ventilando su proceso. 
En ese sentido, la labor del Estado, no sólo consiste en brindar correcta tutela 
jurisdiccional efectiva, sino que dicho deber se extiende a que sean los 
justiciables quienes también conozcan los beneficios de este tipo de procesos y 
su finalidad, ello, con la finalidad de concientizar a los tutores de los menores y los 
mismos, sientan el deber de cumplir con su obligación alimentaria, o en todo caso 
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Anexo N°1:  
Matriz de consistencia 
Matriz de consistencia para elaboración de informe de tesis 
TÍTULO DEL TRABAJO 
DE INVESTIGACIÓN 
el interés superior del niño y el debido proceso respecto a las dilaciones procesales 
en la notificación de la demanda de alimentos en el proceso único en la corte 
superior lima norte - 2015  
PROBLEMA GENERAL 
¿De qué manera se afecta los principios de legalidad, debido proceso y el interés 
superior del niño, de producirse dilaciones procesales en la notificación de la 
demanda de alimentos? 
PROBLEMA 
ESPECÍFICO 
1. ¿Se aplica un criterio uniforme por parte de los juzgadores, respecto al 
domicilio real del demandado, como requisito de admisión de la demanda de 
alimentos? 
 
2. ¿Nuestra normativa actual franquea opciones viables y no vulneratorios de los 
derechos de los justiciables al desconocerse el domicilio real del demandado? 
OBJETIVO GENERAL 
Determinar si existe afectación del principio de legalidad, debido proceso e interés 
superior del niño, de producirse dilaciones procesales en la notificación de la 
demanda de alimentos. 
OBJETIVO ESPECÍFICO 
1. Establecer si el criterio aplicado por los jueces, resulta uniforme respecto al 
domicilio real del demandado, como requisito de admisión de la demanda de 
alimentos. 
 
2. Determinar si nuestra normativa vigente franquea opciones viables y no 
vulneratorias de los derechos de los justiciables al desconocerse el domicilio real 
del demandado. 
 
SUPUESTO JURÍDICO  
GENERAL 
Actualmente, la notificación de la admisión de la demanda en el proceso de 
alimentos resulta deficiente, debido a que la dirección domiciliaria de la parte 
demandada, muchas veces es incierta, por ello de validarse el “domicilio real” 
consignado en el DNI de los justiciables, se protegería el interés superior del niño. 
SUPUESTO JURÍDICO 
ESPECIFICO 
1. La consignación del domicilio real de la parte demandada, es un requisito para 
la admisión de la demanda y el consecuente inicio del proceso, resultando 
inapropiado que el domicilio consignado en el DNI no pueda ser utilizado para 
este fin, debiendo la parte demandante emplear la diligencia normal para la 
ubicación del mismo.  
2. Dentro del Proceso Único, nuestra normativa actual resulta deficiente, al 
encontrarse expuesto a deducciones de nulidad debido a defectos en la 
notificación de la demanda. 
 
DISEÑO DEL ESTUDIO 
 Experimental 
 Descriptivo de corte transversal 
 Transversal correlacional 
CATEGORIAS  Interés superior del niño 








                        FICHA DE ENTREVISTA                   Nº 
 
Título: El interés superior del niño y el debido proceso respecto a las dilaciones 
procesales en la notificación de la demanda de alimentos en el proceso único en 
la corte superior lima norte - 2015 
El presente instrumento forma parte de una investigación jurídica. Se ruega contestar las 
preguntas conforme a su experiencia profesional. Recuerde que no hay preguntas 







Objetivo general: Determinar si existe afectación a los principios de legalidad, debido 
proceso e interés superior del niño, de producirse dilaciones procesales en la notificación 
de la demanda de alimentos. 
 
1. Teniendo en cuenta las características del proceso único ¿Cuál es el tiempo 








2. ¿Considera usted que existen dilaciones procesales debido a la notificación del auto 




3. ¿Considera usted que es un requisito de admisibilidad de la demanda en un proceso 




Objetivo específico 1: Establecer si el criterio aplicado por los jueces, resulta uniforme 
respecto al domicilio real del demandado, como requisito de admisibilidad de la demanda 
de alimentos. 
4. ¿Considera que actualmente existe un criterio uniforme aplicado por los 




5. ¿Actualmente, resulta vinculante la dirección domiciliaria consignada en el  DNI, 




6. ¿Qué incidencia genera tanto en la parte demandante, así como en el 







Objetivo específico 2: Determinar si nuestra normativa vigente franquea opciones 
viables y no vulneratorias de los derechos de los justiciables al desconocerse el domicilio 
real del demandado. 
7. ¿Considera que las opciones con las que cuenta el demandante a fin de proseguir 




8. ¿De asignarse automáticamente una casilla judicial de manera gratuita al 
demandado al momento de presentarse el escrito de contestación de demanda 




9. Según su criterio ¿considera que nuestro ordenamiento jurídico es eficiente 









          _______________________    _____________________  
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Anexo N° 4:  









































































Anexo N° 5: Expedientes Judiciales  
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